Juan Carlos Flórez Bedoya  Vs Municipio de Pereira. Rad. 66001-31-05-004-2018-00207-01

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

Providencia:

Auto del 11 de diciembre de 2019

Radicación Nro.:
66001-31-05-004-2018-00207-01

Proceso:

Ordinario Laboral
Demandante:

Juan Carlos Flores Bedoya

Demandado:

Municipio de Pereira
Juzgado de origen:
Juzgado Cuarto Laboral del Circuito

Magistrado Ponente:
Julio César Salazar Muñoz

TEMAS:
EXCEPCIÓN PREVIA DE FALTA DE JURISDICCIÓN / LA COMPETENCIA DE LA JURISDICCIÓN ORDINARIA LABORAL LA DEFINE INICIALMENTE LA AFIRMACIÓN DEL DEMANDANTE DE SER TRABAJADOR OFICIAL / Y NO LA CONSIDERACIÓN QUE AL RESPECTO EXPONGA EL ENTE TERRITORIAL DEMANDADO.
Establece el artículo 2º del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, modificado por el artículo 2º de la Ley 712 de 2001, la COMPETENCIA GENERAL de la jurisdicción ordinaria, en sus especialidades laboral y de seguridad social así:

“(…) 1. Los conflictos jurídicos que se originan directa o indirectamente en el contrato de trabajo. (…)”

Al respecto, la Sala de Casación Laboral en Sentencia de marzo 14 de 1975, señaló:

“Por otra parte, la competencia de que trata el artículo 2º del Código Procesal del Trabajo no se puede determinar por la demostración que en el curso del juicio se haga del contrato de trabajo, sino por la afirmación que de la existencia del tal vínculo proponga el actor, puesto que la competencia ha de determinarse por factores existentes al iniciarse el litigio y no puede resultar por lo que llegue a demostrarse en el proceso…”.
En el presente asunto, es preciso señalar que de conformidad con lo expuesto en la demanda, el señor Juan Carlos Flórez Bedoya entre el 14 de marzo de 2012 y el 18 de diciembre de 2012, laboró al servicio del Instituto Municipal de Cultura y Fomento al Turismo de Pereira a través de órdenes de servicio y contratos de prestación de servicios, pero, en su criterio, en realidad se trató de vinculaciones basadas en un contrato de trabajo, en virtud a lo dispuesto en el artículo 1º de la Ley 1161 de 2007, lo que lo hace ostentar la calidad de trabajador oficial.

Tal fundamento fáctico y jurídico no deja duda que el juez laboral es competente para conocer del presente asunto con independencia de que el ente territorial estime que el demandante es un empleado público…
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, once de diciembre de dos mil diecinueve, siendo las ocho y cuarenta y cinco minutos de la mañana, la Sala de Decisión Laboral No 3º del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por el Municipio de Pereira, contra el auto interlocutorio de 15 de julio de 2019 por medio del cual el Juzgado Cuarto  Laboral del Circuito declaró no probada la excepción previa denominada falta de jurisdicción, dentro del proceso ordinario que le promueve el señor MUNICIPIO DE PEREIRA, cuya radicación corresponde al No. 66001-31-05-004-2018-00207-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:
Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:
ANTECEDENTES

Pretende el señor Juan Carlos Flórez Bedoya que la justicia laboral declare que fue trabajador oficial al servicio del Municipio de Pereira entre el 14 de marzo de 2012 y el 15 de mayo de 2017, periodo en el cual existió un contrato verbal de trabajo y que fue despedido sin justa causa.  Como consecuencia de esas declaraciones solicita que se reconozca a su favor el pago de la indemnización por despido injusto, por no consignación de las cesantías y moratoria, así como los aportes pensionales.
Para estos efectos explica que prestó sus servicios al Instituto Municipal de Cultura y Fomento al Turismo de Pereira, a través de contratos de prestación de servicio y órdenes de servicio que se ejecutaron entre el 14 de marzo de 2012 y el 6 de octubre de 2014; a partir del 7 de la mismo mes y año fue integrado a la planta de personal de esta entidad, como instructor Código 313 Grado 03, pero afirma que en realidad, el cargo y las funciones desempeñadas correspondían a las de un trabajador oficial, en virtud a lo dispuesto en la Ley 1161 de 2007, por lo que debió ser vinculado al referido instituto a través de un contrato de trabajo.
Notificada de la demanda, el municipio de Pereira procedió a contestarla –fls.39 a 66- presentando la excepción previa de “falta de jurisdicción”, basado en el hecho de la calidad de empleado público que ostentó el demandante, dado que con el ente territorial no ha sido vinculado a través de un contrato de trabajo pues, a partir del 6 de octubre de 2014 fue vinculado a la planta de personal del ente territorial a través de la Resolución No 258 de la misma fecha, en el cargo de instructor Código 313 Grado 03 en provisionalidad, cuyo régimen legal es el establecido en las normas que rigen para los empleados públicos, por lo que a su juicio la jurisdicción que debe conocer de este asunto, es la contencioso administrativa.
La juez de primer grado declaró no probada la excepción propuesta por la entidad demandada, pues consideró que la jurisdicción laboral es la que debe continuar conociendo éste asunto de conformidad con lo establecido en el numeral 1º del artículo 2º del C.P.T. y de la S.S., toda vez que las pretensiones de la demanda están encaminadas a la declaratoria de un contrato de trabajo entre el año 2012 y 2014, con fundamento en la ley 1161 de 2007, además que el fondo del litigio está dirigido a establecer la calidad de servidor público que ostenta el demandante, bien sea trabajador oficial o empleado público en virtud del principio de la primacía de la realidad, con independencia del nombramiento que se le efectuó el 6 de octubre de 2014, pues el periodo que se reclama es anterior a este nombramiento.
Con el propósito de que se revoque la decisión y se declare probada la excepción previa de falta de jurisdicción, el municipio de Pereira insiste en los argumentos expuestos al momento de formular la excepción previa, señalando que el actor, para el año  2014 se posesionó en el Instituto Municipal de Cultura en calidad de empleado público, en el cargo de instructor 313 grado 03, designación que se efectuó a través de un acto administrativo que se encuentra legalmente ejecutoriado y en firme a través de un acto administrativo que se encuentra ejecutoriado, por lo que, si se encontraba inconforme con esa designación lo que correspondía era interponer los recursos pertinentes contra dicha resolución.

Refiere en sentido que encontrándose que en efecto, es un empleado público, la jurisdicción que debe conocer del asunto es la contencioso administrativa. 
En este estado se corre traslado al recurrente para que presente su alegato explicando concretamente las razones de su inconformidad con el análisis que hizo la a-quo.

Oída su argumentación el uso de la palabra le corresponde a la parte no recurrente para que defina su posición sobre los fundamentos del recurso. 

Así las cosas procede la Sala a desarrollar:
COMPETENCIA DE LA JURISDICCIÓN LABORAL 

Establece el artículo 2º del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, modificado por el artículo 2º de la Ley 712 de 2001, la COMPETENCIA GENERAL de la jurisdicción ordinaria, en sus especialidades laboral y de seguridad social así:

“(…) 1. Los conflictos jurídicos que se originan directa o indirectamente en el contrato de trabajo. (…)”

Al respecto, la Sala de Casación Laboral en Sentencia de marzo 14 de 1975, señaló:
“Por otra parte, la competencia de que trata el artículo 2º del Código Procesal del Trabajo no se puede determinar por la demostración que en el curso del juicio se haga del contrato de trabajo, sino por la afirmación que de la existencia del tal vínculo proponga el actor, puesto que la competencia ha de determinarse por factores existentes al iniciarse el litigio y no puede resultar por lo que llegue a demostrarse en el proceso.  El apoyo que el demandante dé a sus pretensiones en un contrato de trabajo, determina la competencia del juzgador y no es posible decidir como excepción previa lo que es precisamente el fundamento del fondo de la controversia.  Por ello no es admisible lo planteado en el cargo, ya que el juez del trabajo es competente para conocer de los juicios que se inicien con base en un contrato de trabajo, y debe absolver de las peticiones que tengan tal apoyo, cuando no se establezca esa clase de relación laboral”.
EL  CASO CONCRETO

En el presente asunto, es preciso señalar que de conformidad con lo expuesto en la demanda, el señor Juan Carlos Flórez Bedoya entre el 14 de marzo de 2012 y el 18 de diciembre de 2012, laboró al servicio del Instituto Municipal de Cultura y Fomento al Turismo de Pereira a través de órdenes de servicio y contratos de prestación de servicios, pero, en su criterio, en realidad se trató de vinculaciones basadas en un contrato de trabajo, en virtud a lo dispuesto en el artículo 1º de la Ley 1161 de 2007, lo que lo hace ostentar la calidad de trabajador oficial.
Tal fundamento fáctico y jurídico no deja duda que el juez laboral es competente para conocer del presente asunto con independencia de que el ente territorial estime que el demandante es un empleado público y fundamente su tesis en el hecho de que fue nombrado en esa calidad a partir del 6 de octubre de 2014 a través de la resolución No 258 del mismo año, porque también desde ese data hasta el 15 de mayo de 2017, el actor reclama la calidad de trabajador oficial.
En ese orden de ideas, aun existiendo el citado nombramiento y acto administrativo, respecto al que pudo el actor intentar las acciones contenciosas correspondientes, el hecho de que él estime que la verdadera relación que estableció con el Instituto Municipal de Fomento al Turismo se llevó a cabo en desarrollo de un contrato realidad, la competencia para resolver tal aspiración, con base en el numeral 1º del artículo 2 del C.P.T.S.S. radica en la jurisdicción laboral ordinaria.
En consecuencia, acertado estuvo el juzgado al negar la declaración de la excepción de falta de jurisdicción propuesta por la demandada y así se declarará.

Costas en esta instancia a cargo de la parte recurrente.
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira,
RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR el auto proferido por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito el día 15 de julio de 2019.
Costas a cargo del ente territorial.

Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la  presente audiencia se levanta y firma esta acta.

Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

        ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
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